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SRL Extension de la responsabilidad societaria por trabajo clandestino.
Consignas:
1- Sintetice los hechos en no mas de 10 líneas.

2- Qué tipo de gerencia poseía la sociedad

3- Qué se solicita en la apelación?

4- Enumere todos los aspectos legales de la materia societaria que conoce y que a su entender entran en juego en este caso. 

5- Comente sucintamente c/u y relaciónelo con este caso.

6- La “clandestinización” de los socios torna clandestina a la sociedad? Que opina la Justicia. Coincide con su opinión? Fundamente.

7- Que decidió la CSJN en la causa “Palomeque”? Por qué se la alega en este caso?

8- Como abogado de una sociedad comercial, se conforma con la decisión? Fundamente.

SALA VI




EXPTE. Nº 17.533/02 JUZGADO Nº 10

Sentencia 57.365

AUTOS:"SALINAS NOELIA C/COMPAÑÍA DE TELECOMUNICACIONES Y SEGURIDAD S.R.L. Y OTROS S/DESPIDO"

Buenos Aires, 23 de agosto de 2004

EL DOCTOR RODOLFO ERNESTO CAPON FILAS DIJO:

I. La apelación de la actora ha de resolverse:

1.La actora ha demandado a la Cía. de Telecomunicaciones y Seguridad SRL y a sus socios Félix Alberto Roma, Carlos Francisco Capobianco y Carlos Oreste Dante Signoli. La sentencia recepta la relación laboral entre la actora y la sociedad, manifestando la señora Jueza que la misma ha sido clandestina. No condena a los socios “ya que resulta improcedente prescindir de considerar la personalidad diferenciada de la sociedad y sus socios, administradores o representantes, a menos que se acredite que la persona jurídica es ficticia o fraudulenta y que fue constituida en abuso del derecho y con el propósito de violar la ley prevaliéndose de dicha personalidad, resultando insuficiente la prueba en autos ya que el carácter restrictivo que caracteriza la extensión de la responsabilidad requiere la acreditación acabada del conocimiento o participación de las personas indicadas en los ilícitos, lo que entiendo que tampoco ha sucedido en este caso”.
2.En la apelación, la trabajadora sostiene que en el contrato social, parte II, b) los socios Félix Alberto Roma, Carlos Francisco Capobianco y Carlos Oreste Dante Signoli han sido designados gerentes, juntamente con Alberto Birino Ogando, con lo que el argumento de la señora Jueza queda sin fundamento. 
3.La Teoría Sistémica del Derecho Social, asumida oficialmente por el Equipo Federal del Trabajo y utilizada en varios tribunales, tanto del país como de Brasil, indica que el Derecho es un conjunto compuesto de cuatro elementos: dos entradas (la realidad y los valores) y dos salidas (las normas y la conducta transformadora), que se expresa en tres momentos, brindando seguridad, certeza y protección, una especie de “trinidad societal”, al decir de Zygmunt Bauman (cr. En busca de la Política, FCE, Bs. As, 2001, pág.25): descripción de la realidad, valoración de la realidad, transformación de la realidad. Estas funciones también han sido asumidas por el Equipo de Lecciones de Democracia, que desde Minas Gerais actúa en todo Brasil (cr. António Fabrício de Matos Gonçalves (organizador), Liçoes de Cidadanía, OAB, Brasilia, 2003), demostrando que el “pensamiento único” se está desmoronando. 

4. En toda sentencia se ha de cuidar que, en la realidad, se cumpla el paradigma del Trabajo Decente, lanzado al ruedo cultural y politico por´el Director General de la OIT en la Conferencia Internacional de 1999 (pueden consultarse las ponencias presentadas en el VIII Congreso Nacional del Equipo Federal del Trabajo, Universidad Nacional de Catamarca, 2001, en www.eft.com.ar o Cooperativas de Trabajo, Platense, La Plata, 2003, o Ley de Ordenamiento Laboral y Trabajo Decente, Platense, La Plata, 2004, pár. 134)

5.En ese marco cabe resolver:

A. Primer momento: descripción de la realidad 

a. La actora ha trabajado para la empresa demandada desde el 01.02.2000 como empleada administrativa hasta el 04.03.2002 en que se considera despedida dada la negativa de tareas, las deudas salariales y el silencio del empleador ante el requerimiento de registración laboral. 

b. De las declaraciones testimoniales se deduce que las órdenes y directivas provenían de cualquiera de los socios, que los sueldos eran también pagados por cualquiera de ellos y que Roma manejaba la caja (fs.104, 105,106). 
B. Segundo momento: valoración de la realidad 

a. Valores 

1. Con el registro de la relación, comienza a funcionar la Carta-de-Ciudadanía-en-la-empresa, que hace a la ex sistencia misma del trabajador como tal. De ahí que una respuesta acertada nos interese a todos, porque un país, en el que los trabajadores-trabajando, al no ser registrados, trabajan–sin- existir, merece un repudio inter nacional porque semeja un territorio de esclavos. 

No se puede olvidar que por su esencia-existenciada, el hombre es un “ser eco sistémico, social, pasional, racional, prospectivo” (cr. mi La promoción del bienestar general y el Derecho del Trabajo, conferencia dictada en el II Congreso Entrerriano de Derecho del Trabajo, Paraná, junio 2004): el registro laboral le interesa muchísimo porque, a partir del mismo, el empleador puede entregarle por propia voluntad o a su pedido razonable, el Certificado de Trabajo (RCT art.80) que demuestra su pertenencia a la empresa como institución social de producción y constituye la mencionada Carta ((cr.mi Normas Internacionales y Mundo del Trabajo, en preparación, cap.II). 

Cuando Laborem exercens (1981) encíclica editada por el primer Papa que en su juventud fuera obrero, vincula el trabajo con la creación de Dios, la persona del trabajador, el sustento de su familia, la cultura y la nacionalidad (párs.43,44,45), refuerza el desafío posterior señalado en Francia por el Informe Auroux (1982) preparando la reforma del ordenamiento laboral, con el lema “ciudadanos en la Ciudad, ciudadanos en la empresa”, ya que Juan Pablo II construye el concepto de trabajo desde los orígenes eco-sistémicos hasta los alcances del socio-sistema en lo referente a la personalidad del trabajador, a su familia, a la Nación. Negarle el registro de la relación es mantenerlo en la exclusión sistémica porque para cualquier trámite que quiera realizar como ciudadano-en-la-Ciudad (comprar un auto, alquilar un inmueble, lograr crédito) deberá previamente iniciar una demanda judicial para demostrar que trabaja y recibe una determinada remuneración. Debemos tener en cuenta, además, que “el derecho a la vida está condicionado al trabajo” (José Ingenieros, Las fuerzas morales, Santiago Rueda Editor, Bs.As.1976, pár.17) y que “la justicia tiene un valor superior a la ley. Lo justo es siempre moral; las leyes pueden ser injustas” (op.cit., pár.23). En ese esquema se inscribe el Trabajo Decente, propiciado como paradigma por la OIT para que siempre, y por sobre todo, se tenga en cuenta la dignidad de quien trabaja, sea como auto-gestionado o como dependiente (cr.mi Ley de Ordenamiento Laboral y Trabajo Decente, Platense, La Plata, 2004, pár.139) 

2.En casos como éste, se encuentran involucrados los siguientes Derechos Humanos: a un orden social justo (Declaración Universal de Derechos Humanos, art.28) y a condiciones dignas de trabajo (Declaración Universal de Derechos Humanos, art.23). Como los Derechos Humanos se vinculan con el Bien Común, cabe desterrar la discusión estéril e inoficiosa entre monismo y dualismo, aceptar el derecho de todo hombre a recurrrir a los tribunales internacionales y de invocar la norma más favorable, receptada en el ordenamiento interno o en el internacional. Estas afirmaciones de la Teoría Sistémica cuentan con el apoyo de un prestigioso jurista contemporáneo, Antonio Agusto Cançado Trindade (Tratado de Direito Intenacional dos Direitos Humanos, Fabris, Porto Alegre, 2003, tomo I, pár.4). .

3. Los Derechos Humanos irradian eficacia no sólo sobre el Estado sino también sobre la sociedad civil y las empresas (cr. Martín Kriele, Einfürung in die Staatslehre, Rowohlt, Hamburgo, 1975, Parte II, Cap. 3; Jorge Reis Novais, Contributo para uma Teoría do Estado de Direito, Coimbra, 1987, Cap. III. 2.1.; José Abrantes, Direito do Trabalho, Ensaios, Cosmos, Lisboa, 1995, pág.35), hasta tal punto que “el principal papel del Juez reside en su independencia para velar las libertades públicas y acrecentar el respeto por los Derechos Humanos porque el Poder Judicial tiene un compromiso histórico y moral con la preservación de la dignidad del hombre” (Benedito Calheiros Bomfim, A Crise do Direito e do Judiciario, Destaque, Rio de Janeiro, 1999, pág.71). Este compromiso judicial, ético en sus raíces, se normativiza a partir de la directiva constitucional expresada en el art. 14 y en el 14 bis de la Constitución vigente. 

4. Como los documentos de Derechos Humanos enumerados en la Constitución Nacional art. 75, inc. 22, son superiores a las leyes, ya no se puede prescindir de ellos en la solución de los casos concretos, con el agregado que la prescindencia puede originar responsabilidad internacional del Estado Argentino (CS, “Méndez Valles, Fernando c/A.M. Pescoio SCA”, 26.12.1995). Del mismo modo, la Declaración Sociolaboral del Mercosur, por emanar del Tratado de Asunción, es superior a las leyes (C.N., art. 75, inc. 24). La misma combate la clandestinidad como una forma sutil de discriminación ya que ante los registros laborales, previsionales y sociales, el clandestino no es tratado en idéntico modo que el registrado (“Artículo 1º.- Todo trabajador tiene garantizada la igualdad efectiva de derechos, trato y oportunidades en el empleo y ocupación, sin distinción o exclusión en razón de raza, origen nacional, color, sexo u orientación sexual, edad, credo, opinión política o sindical, ideología, posición económica o cualquier otra condición social ó familiar, en conformidad con las disposiciones legales vigentes. Los Estados Partes se comprometen a garantizar la vigencia de este principio de no discriminación. En particular se comprometen a realizar acciones destinadas a eliminar la discriminación respecto de los grupos en situación de desventaja en el mercado de trabajo”).

Los instrumentos indicados buscan dignificar al trabajador como parte hipo-suficiente de la relación laboral. De ahí que todo lo referente a las condiciones y medio ambiente de trabajo han de valorarse como elemento axiológico y no como mero componente económico de los costos. 

En el derecho laboral comparado también se encuentran directivas semejantes, como en la Carta Social Europea (revisada 1996), art.2: “todos los trabajadores tienen derecho a condiciones de trabajo equitativas”, las que comienzan, obviamente, por el registro de la relación. 

5.En esa dimensión, en la construcción de la Democracia como espacio de justicia y libertad, cada uno debe aportar su granito de esfuerzo y su cuota de trabajo personal: toca a los Jueces asegurar que los derechos se cumplan. Esta visión “no es una utopía, es una esperanza y, sobre todo, un deber. Los juristas habrán de cumplir con lo suyo desde el lugar que su responsabilidad les otorga” (cr. Germán Bidart Campos, Derecho al desarrollo, prólogo). 

Todo Juez debe, por mandato normativo, explicar las razones en que basa su decisión, ya que el pueblo tiene derecho a conocer los argumentos que en su interior (conciencia, emoción, inteligencia, voluntad) ha desarrollado para llegar a la decisión (art. 163 CPCyC). Ha de tener en cuenta que “la justicia de un sistema socio-económico y, en todo caso, su justo funcionamiento, merecen en definitiva ser valorados según el modo como se remunera justamente el trabajo … ya que el salario sigue siendo una vía concreta mediante la cual la gran mayoría de los hombres puede llegar a los bienes de la naturaleza como a los que son fruto de la producción” (Laborem exercens, nº 89).

6. En este proceso, aparentemente sencillo, “uno más de los tantos que llenan nuestras oficinas”, se juega el destino de la Especie como tal porque la actora, al ser clandestinizada, al serle negada la misma relación de empleo, ha sido sacrificada en el altar del Mercado, como si fuese descartable. Fue sacrificada con absoluta frialdad caínesca, como si su destino de Abel no les interesara en absoluto a los Caín que la negaron (Emmanuel Lévinas, De otro modo que ser, o más allá de la esencia, edit. Sígueme, Salamanca, 1995, pág..54). 

Dado que la historia se repite y las clandestinizaciones continúan y aumentan, debemos tener en cuenta que “en tiempos duros, o al menos de perplejidad, hay que impedir que lo que amenaza se cumpla. Hay que atajar el racismo y frenar la xenofobia. Serán impotentes los discursos sobre inclusión democrática de las minorías, solidaridades más allá de las fronteras, mestizaje como interrelación fecunda de las diferencias..., si no asumimos con todas sus consecuencias el imperativo moral que conlleva el reconocimiento de la "santidad del otro", de su humanidad, es decir, el imperativo categórico de respetar incondicionalmente al otro en su dignidad. El paso siguiente es darle adecuada traducción legal y eficacia política El otro, cualquier otro, nos lo exige convocándonos a nuestra responsabilidad. Si nuestra respuesta es de acogida no sólo habremos respetado su dignidad, sino que también habremos salvado la nuestra, y con ella "justificado" nuestra libertad y encontrado el sentido de nuestra humanidad. La violencia seguirá acechando, pero habremos hecho más transitable y esperanzador el camino hacia el mundo como espacio de ciudadanía compartida o de extranjería en común. Para el caso tanto da, en lo que es este mundo nuestro que debería ser "patria de la humanidad" pero que necesita, para que de verdad lo sea, que se derriben todos los altares idolátricos sobre los que, hoy por hoy, se sigue derramando la sangre de victimas inocentes. Es de justicia” (cr. José A. Pérez Tapia, Cuando el otro es víctima. Sacrificios humanos en los altares de la identidad, on line).

b. Menú normativo para resolver 

Se compone de las siguientes normas: 

Constitucionales:

En el presente caso se hallan comprometidas las siguientes directivas: Derecho a condiciones dignas y equitativas de trabajo(CN art.14 bis, Derecho a ser protegido contra el despido arbitrario (CN art.14 bis), Derecho a la propiedad privada (art.17), 

Supra-legales:

Declaración Sociolaboral del Mercosur, art.1, 

Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo, art.1

Legales:

En el presente caso se hallan comprometidas las siguientes normas de la regla estatal 19550/ 1972:

ARTICULO 23.- Los socios y quienes contrataron en nombre de la sociedad quedarán solidariamente obligados por las operaciones sociales, sin poder invocar el beneficio del artículo 56 ni las limitaciones que se funden en el contrato social. 

Acción contra terceros y entre socios. 

La sociedad ni los socios podrán invocar respecto de cualquier tercero ni entre sí, derechos o defensas nacidos del contrato social pero la sociedad podrá ejercer los derechos emergentes de los contratos celebrados. 

ARTICULO 54.- El daño ocurrido a la sociedad por dolo o culpa de socios o de quienes no siéndolo la controlen constituye a sus autores en la obligación solidaria de indemnizar sin que puedan alegar compensación con el lucro que su actuación haya proporcionado en otros negocios. 

El socio o controlante que aplicará los fondos o efectos de la sociedad a uso o negocio de cuenta propia o de tercero está obligado a traer a la sociedad las ganancias resultantes siendo las pérdidas de su cuenta exclusiva. 

Inoponibilidad de la personalidad jurídica. 

La actuación de la sociedad que encubra la consecución de fines extraordinarios constituya un mero recurso para violar la ley, el orden público o la buena fe o para frustrar derechos de terceros, se imputará directamente a los socios o a los controlantes que la hicieron posible, quienes responderán solidaria e ilimitadamente por los perjuicios causados. 

ARTICULO 59.- Los administradores y los representantes de la sociedad deben obrar con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Los que faltaren a sus obligaciones son responsables, ilimitada y solidariamente, por los daños y perjuicios que resultaren de su acción u omisión 

ARTICULO 274.- Los directores responden ilimitada y solidariamente hacia la sociedad, los accionistas y los terceros, por el mal desempeño de su cargo, según el criterio del artículo 59, así como por la violación de la ley, el estatuto o el reglamento y por cualquier otro daño producido por dolo, abuso de facultades o culpa grave. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la imputación de responsabilidad se hará atendiendo a la actuación individual cuando se hubieren asignado funciones en forma personal de acuerdo con lo establecido en el estatuto, el reglamento o decisión asamblearia. La decisión de la asamblea y la designación de las personas que han de desempeñar las funciones deben ser inscriptas el Registro Público de Comercio como requisito para la aplicación de lo dispuesto en este párrafo. 

Exención de responsabilidad. 

Queda exento de responsabilidad el director que participó en la deliberación o resolución o que la conoció, si deja constancia escrita de su protesta y diera noticia al síndico antes que su responsabilidad se denuncie al directorio, al síndico, a la asamblea, a la autoridad competente, o se ejerza la acción

judicial. 

C. Tercer momento: Transformación de la realidad

a. De las declaraciones testimoniales se deduce que las órdenes y directivas provenían de cualquiera de los socios , que los sueldos eran también pagados por cualquiera de ellos y que Roma manejaba la caja (fs.104, 105,106). Ese comportamiento era posible porque los tres socios indistintamente eran gerentes de la sociedad. 

Dado que la actora ha sido clandestinizada, la señora Jueza no duda en atribuirle responsabilidad directa por esa clandestinidad a la sociedad.

b. También los socios gerentes que mal administraron los negocios sociales, clandestinizando a la actora, son responsables porque les alcanza el art. 54 de la regla estatal 19550/76:”…La actuación de la sociedad que… constituya un mero recurso para violar la ley, el orden público o la buena fe o para frustrar derechos de terceros, se imputará directamente a los socios o a los controlantes que la hicieron posible, quienes responderán solidaria e ilimitadamente por los perjuicios causados.”

No es posible olvidar que en la empresa, institución social de producción, en la que la propiedad privada conoce deberes (“La propiedad impone deberes. Su uso deberá servir también al bien público (Ley Fundamental de Alemania art.14, 2) ya que el pueblo alemán defiende la dignidad humana, exigiendo que a toda persona se la trate con respeto y no como un simple objeto aunque esto se haga con las “mejores” intenciones (Corte Constitucional Alemana, sentencia 30,1, del 15.12.1970, los trabajadores existen como tales a partir del registro. No se puede olvidar que sobre “toda propiedad privada grava una hipoteca social (Juan Pablo II, Puebla de los Angeles,1979): no es difícil deducir que uno de los primeros modos de amortizarla es reconocer al trabajador su calidad de tal, Por eso, los gerentes tienen la responsabilidad de cumplir todo el Derecho, y deben enfrentar a los dueños de los medios de producción cuando éstos pretenden desviar la sociedad hacia otros fines (cr.I ldefonso Camacho y otros, Etica de la Empresa, Desclée, 2ª.ed. Bilbao,2004, pág.82).A tal punto la Etica vuelve por sus fueros que actualmente el debate dentro del capitalismo americano (sistema injusto y cruel como pocos han existido, que no tiene problemas en invadir países en busca de recursos energéticos como ha sucedido en Afganistán y en Irak) es intenso. Como ha sucedido, por ejemplo, con la quiebra de Enron (Fuente: Harvard Business Review on Corporate Responsibility, pp.65-82, 2003)
c. Como la mejor filosofia se aprende en los tangos que marcan la injusticia y el dolor popular, nadie duda que si un funcionario menor le negara la Ciudadanía argentina al primo del Rey de España que, residente en el país y con todos los requisitos cumplidos la solicita, serían expulsados de la Administración no sólo el mencionado funcionario sino también su superior, al menos por “culpa in vigilando” y que el Ministro de Relaciones Exteriores le pediría personalmente disculpas al Rey. 

En derecho laboral, por lo general, no pasa lo mismo: numerosos jueces, entre ellos la Corte Suprema en “Palomeque” (03.04.2003), deciden que la víctima reclame sus derechos a la empresa, aunque luego deba colgar la sentencia como recuerdo en el comedor de su casa porque aquélla resulta ser insolvente mientras los socios gerentes siguen en sus quintas, yates y viajan a España para asistir a clase (estudiar no es sinónimo de aprender). De eso precisamente se trata: ¿desde qué lugar se mira la realidad y se interpreta la norma? 
d. La defensa de los demandados al contestar los agravios de la actora se fundan en “Palomeque”. Afirman que con este fallo la Corte “vino a poner fin a una larga controversia en esta materia” (fs.199).

Casi todos los autores relacionados con los grandes empleadores defienden tesis peregrinas respecto de la fuerza jurídica de las sentencias de la Corte, desde el “quietus” de Rodríguez (¿alguien puede explicar qué es un “quietus” cuando un Tribunal no es de Casación, como la Corte) hasta que con “Palomeque” los infractores quedan libres mientras la responsabilidad recae solamente en la empresa que ellos mismos administran. En reiteradas sentencias he señalado que pretensión similares carecen de base normativa, ya que dicho tribunal no es de casación. He señalado, además, que la posición referida es una especie de virus cultural que ha invadido el Fuero, des activando su creatividad: se expresa en el deber moral de acatamiento a la doctrina de la Corte Suprema. Cabe indicar que la sentencia citada de la Corte, al carecer de fuerza de casación, no obliga a esta Alzada. Al respecto, cabe indicar que como el Alto Tribunal no es organismo de casación, su doctrina no es procesal ni substancialmente obligatoria, porque, si así fuese, bastaría una sola computadora gigante (tal vez denominada, para estar a la moda, Legal Computerized Mother) que insertara en los casos el precedente indicado, ahorrando costos, sin dudas, pero generando otros, los surgidos del deseo insatisfecho de Justicia, motor que empuja la creación jurídica (Rodolfo von Ihering, La lucha por el Derecho, Araujo, Bs.As, 1939, pág.55). Como la pretensión del demandado carece de base normativa, debe dejarse de lado ya que el Derecho, como enseña Carlos Cossio, valora conductas a través de normas generales, característica ausente en las sentencias, normas particulares. 

De ello se deduce que, no funcionando como tribunal de casación, la autoridad jurígena del Alto Tribunal con respecto a los restantes, emana de la seriedad de sus posiciones, lo que tornaría difícil rebatirlas. Al contrario, cuando los argumentos utilizados son escasos o endebles, el precedente no obliga a nadie, tema que ocupa un lugar privilegiado en la historia del Derecho como enseña Calamandrei recordando los vaivenes jurisprudenciales al ritmo de los acontecimientos (cr .La crisis de la Justicia, en Ripert y otros, Crisis del Derecho, Ejea, Bs.As.,1961, pág.323) Si, además, la tesis expresada por la Corte difícilmente se compadece con la realidad, los valores y el contenido de las normas en juego, surge en los restantes tribunales de la República el deber de apartarse de la mencionada posición, de tal manera que el Alto Tribunal pueda rever su postura y hacer avanzar el Derecho. 

Pese a una opinión generalizada, ante los fallos de la Corte no existe un deber moral de acatamiento, porque el Derecho opera con normas externas y no con directivas interiores éticas o religiosas (CN art.,19). En cambio, existe, y lo he cumplido (entre otros en "Taccone, Gustavo c/Lomborgardi, Marcelo y otros s/despido") el deber funcional de aplicar la postura de la Corte cuando ordena redactar un nuevo fallo según una determinada posición. Como recuerda Augusto Morello, al no ser la Corte Suprema de Justicia de la Nación tribunal de casación, sus precedentes no pueden frenar la creatividad, la vanguardia y las aperturas en la tutela de los derechos humanos, realizadas precisamente por los restantes tribunales (cr. Augusto Morello, El proceso justo, Platense, La Plata, 1994, pág. 70). Al respecto, la misma Corte, aún en eones dictatoriales, reconoce que sus sentencias “carecen de fuerza general legalmente vinculante para los tribunales locales, en virtud de lo dispuesto en los arts. 67, inc.11, 100, 104 y 105 de la Const. Nac. El hecho de que tales tribunales y los nacionales de Capital Federal puedan apartarse fundamentalmente de tales precedentes no es, a pesar de algunos inconvenientes de que ello pudieran derivarse, sino una consecuencia necesaria del sistema federal adoptado en la Carta Magna y específicamente en los artículos citados” (in re “Rubén Ángel Lopardo c/Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires”, sentencia del 07.10.1982). 

Otros altos tribunales comparten mi tesis. Así, la Suprema Corte de la provincia de Buenos Aires afirma: ”Respecto de la doctrina de la obligatoriedad general de la jurisprudencia de la Corte Suprema de la Nación, esta Corte se ha expedido en el sentido de negarle la calidad de vinculante...porque implicaría introducir un componente externo dentro del sistema del art.31 de la Constitución Nacional....Si las sentencias de la Corte Suprema de la Nación impusieran dependencia más allá de los procesos en que se dictaren, equivaldrían, cuando interpretaran leyes, a la ley misma y cuando interpretaran la Constitución, a la Constitución misma. Pero el Poder Judicial no puede ejercer poderes legislativos ni constituyentes. Y no se advierte una zona intermedia: no bien la sentencia judicial fuese dotada de imperatividad general, impersonal y objetiva, resultaría provista, por ese solo hecho, de los caracteres que nuestro sistema republicano reserva a la Constitución y a la ley. La diferencia existente entre las normas constitucionales y legales y las sentencias judiciales es cualitativa y, en consecuencia, no puede obviarse por alta que sea la jerarquía institucional, moral y científica de un tribunal de justicia. Es de la esencia de la función judicial el deber de aplicar directamente la Constitución y la ley, sin que estas normas deban se previamente interpretadas, con efecto vinculante, en otras sentencias judiciales en su momento dictadas para resolver otros casos concretos. Contra lo expuesto no pueden invocarse razones de seguridad jurídica, tranquilidad pública y paz social, ni de buen orden, necesidad y estabilidad institucional puesto que, precisamente a la inversa, en el sistema jurídico argentino la satisfacción de tales objetivos se busca mediante la organización de división de poderes que obsta el ejercicio de la jurisdicción más allá de los casos a que se refieren las sentencias judiciales. Tampoco son atendibles los supuestos motivos de economía procesal en tanto ellos no estuviesen receptados por la Constitución y la ley; por otra parte, en nuestro régimen procesal no media la certeza de que los tribunales mantengan indefinidamente sus doctrinas” (voto del dr. Ghione en L.33.261, recogido en Ac. 38.225, B. 50.638. L.45.685, L. 43.751, con adhesión de los dres. Mercader, San Martín y Ghione). El Superior Tribunal de Justicia de la Provincia del Neuquén afirma que las sentencias de la Corte Suprema carecen de fuerza vinculante (in re “Siarrusta, Osvaldo Enrique c/Técnicas Constructivas Industrializadas s/ ordinario”, 17.11.1988). Deja de lado la tesis de la Corte respecto de que los jueces no pueden de oficio declarar la inconstitucionalidad de las normas y sostiene: “(cabe no receptar, en el marco del debido respeto, esa tesis, con el afán y el humilde deseo de que, si llegase a su conocimiento, pudiera revisar la doctrina centenaria que viene sosteniendo. De no ser así quedaríamos enmarcados en una especie de absolutismo jurídico y expuestos a la buena voluntad de un cambio espontáneo por parte de quienes hoy integran el máximo Tribunal Nacional, lo que obviamente no se condice ni con el Estado de Derecho ni con la razonabilidad que debemos observar quienes tenemos la sagrada función de administrar justicia” (in re “Valenzuela, Roberto c/ Compañía Naviera Pérez Companc”, del 17.03.1995, voto del dr. Oscar Massei y adhesión de los restantes miembros). La Cámara Federal de Seguridad Social, Sala II, recuerda que “ninguna norma escrita de jerarquía constitucional consagra la obligación formal de acatamiento a la doctrina de la Corte” (in re “González, Hermina del Carmen c/ ANSES”, del 20.11.1998) 

Héctor – Hugo Barbagelata, gran maestro del Derecho del Trabajo, sostiene: “Al no existir ningún precepto que imponga adecuarse al criterio de un tribunal superior, la libertad de interpretación de todo juez es plena. La afirmación de que existe un "deber moral de acatamiento", carece de asidero” y transcribe la enseñanza de Planiol: "L'interprétation judiciaire est libre, en principe; chaque tribunal a le droit d'adapter la solution qui lui paraît la plus juste et la meilleure; il n'est lié ni par les decisions qu'il a rendue antérieurement pour des affaires analogues, ni par les décisions d'un autre tribunal même supérieur en degré. Ainsi les tribunaux d'arrondissement peuvent avoir sur les questions controversées une jurisprudence contraire à celle de la Cour d'appel à laquelle ressortissent; mais leurs décisions ont alors de grandes chances d'être réformées en appel". (Traité El. de Droit Civil, t.I, párr. 204), o sea, que es necesario distinguir de modo absoluto entre la libertad de interpretación y la eventualidad de que el fallo sea revocado”. “La experiencia de Brasil sobre los prejulgados del TST, instituídos por la CLT (art. 902 #1, disposición actualmente considerada derogada por contravenir normas constitucionales) es particularmente ilustrativa . En efecto, en el artículo citado se había dispuesto que todos los jueces de trabajo, ante un prejulgado, estaban obrigados a respeitá lo. Dice M. V. Russomano a propósito de la derogación de los prejulgados : "Apesar de todas as vatagens que o prejuldao trazia na pratica, ...su obrigatoriedade fugia aos quadros tradicionais do direito brasileiro, nos quais se costuma entronizar a liberdade de julgamento dos juíces das instâncias inferiores que devem, sempre, ter a prerrogativa de divergir dos pronunciamentos dos órgâos superiores e supremos da organizacâo judiciária nacional. A natureza ampla e coativa dos prejulgados trabalhistas, como dissemos, feria essa orientacâo liberal e sadia" (Comentários à Consolidaçâo das Leis do Trabalho, Vol II, 17a. Ed, Forense, Rio de Janeiro, 1997, p. 537). 

La Corte Suprema, con idéntica composición y durante el mismo eón político/social, cambia de doctrina, como lo ha demostrado, por ejemplo, en el tema de los intereses, experiencia traumática para esta Cámara que, sin mi voto, editó dos resoluciones diferentes para cumplimentar las cambiantes tesis de la Corte. Lo mismo, si bien con distinta composición y en eones distintos, sucedió con los quinquenios de Entel, que con idénticas normas, fueron aceptados en esta Cámara luego que la Corte Suprema cambiara de posición, siendo paradigmático “Zander c/Entel”, dictado por esta Sala el 29.05.1985. 

Todo ello indica que las posiciones del Alto Tribunal no son obligatorias ni tan siquiera para él mismo ya que, en vez de desestimar al pretensor insistente (obviamente insatisfecho con la tesis reinante), acoge su petición y cambia su doctrina. Por tales razones, me abstengo de aplicar en este caso el precedente mencionado por el demandado

e. Conducta de la Alzada 

1.Dado que la conducta del empleador ha violentado el sentido de la Declaración de los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo (OIT 1998) y el paradigma del Trabajo Decente (OIT, 1999) cabe enviar copia de esta sentencia para que la tengan en cuenta en el momento de redactar el Informe correspondiente. 

Dado que el empleador ha violentado el sentido y el alcance de la Declaración SocioLaboral del Mercosur (1999), cabe remitir copia de esta sentencia al Ministerio de Trabajo de la Nación para que la considere al momento de redactar la Memoria Anual.

Dado que el empleador ha violentado el sentido trascendente del trabajo (RCT art.4), vulnerado la buena fe (RCT art. 63) y desconocido los criterios de colaboración y solidaridad establecidos como estándares y módulos de comportamiento por RCT art.62, cabe remitir copia de esta sentencia al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para que mediante su propia Administración del Trabajo aplique al empleador las sanciones policiales del caso, establecidas en la ley 25.212.

2. Si esta Sala procediese así, cumpliendo los deberes a su cargo, consolidará en la realidad el lugar existencial seguro para todos, en lo que consiste, básicamente, la justicia social. 

D. Solución del caso

Por la fuerza del Derecho (único modo de con vivencia organizada y medianamente justa y solidaria en procura de un orden social justo hasta llegar al Orden Social Fraterno), expresado en la Declaración Universal de Derechos Humanos, arts.23 y 28, CN art.14 bis, art.17,Declaración Sociolaboral del Mercosur, art.1, Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo, art.1, regla estatal 19550, art,54, corresponde: 1.Extender la condena a Félix Alberto Roma, Carlos Francisco Capobianco y Carlos Oreste Dante Signoli, 2.Imponer las costas de alzada a los demandados 3.Regular los honorarios de segunda, sobre los de primera, correspondientes al letrado de la actora en el 35% y los de la letrada de los demandado en el 25% 4. Remtir copia de esta sentencia a la OIT, al Ministerio de Trabajo de la Nación y al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, a sus efectos. 

II. Así voto. 

EL DOCTOR JUAN CARLOS FERNANDEZ MADRID DIJO:

Por los fundamentos jurídicos del voto que antecede adhiero a su conclusión sobre el fondo del asunto.

No comparto el envío de la sentencia ni a la OIT ni al Ministerio de Trabajo y Seguridad de la Nación.

EL DOCTOR HORACIO HECTOR DE LA FUENTE DIJO:

Que adhiere al voto del Doctor Juan Carlos Fernández Madrid.

En atención al resultado del presente acuerdo, EL TRIBUNAL RESUELVE: I) Modificar la sentencia apelada y extender la condena a Félix Alberto Roma, Carlos Francisco Capobianco y Carlos Oreste Dante Signoli. II) Imponer las costas de alzada a los demandados. III) Regular los honorarios del letrado de la actora en el 35% y los de la letrada de los demandados en el 25% respectivamente sobre lo regulado en la anterior etapa.

Regístrese, notifíquese y vuelvan

bg 

